LOS IMPEDIMENTOS MATRIMONIALES:
CONCEPTOS GENERALES

Vamos a analizar en este capítulo la normativa canónica sobre los impedimentos matrimoniales en general, que se contiene en los cánones 1073-1082, y que se articula en tomo a la noción y división de los impedimentos, autoridad competente para su constitución y su dispensa por los diferentes órganos o personas de la Iglesia.

A) CONCEPTO Y CLASIFICACIÓN

El impedimento suele entenderse actualmente como la prohibición legal de contraer matrimonio; prohibición que afecta a su validez y que está dirigida hacia las personas afectadas por una circunstancia o relación señalada por la ley. Históricamente, sin embargo, con el término impedimento, la doctrina canónica calificó y denominó todas aquellas circunstancias que se oponían a la validez o licitud del matrimonio, dividiéndose en tres grandes núcleos según su procedencia: “ex parte formae”, “ex parte consensus” y “ex parte personae”. Es decir: los impedimentos se concebían como obstáculos a la libertad matrimonial. A partir del siglo XIII, progresivamente, se irá delimitando su número y determinando su eficacia jurídica. Así, por ejemplo, Bernardus Papiensis afirmará que “sunt autem quae impediunt matrimonium XIV: votum, ordo, habitus, dispar cultus, error personae, conditio, cognatio, ligatio, enormitas delicti, impossibilitas coeundi, coactio, causa publice honestatis, tempus feriarum et Ecclesiae interdictum”
 “. La Glossa Ordinaria, por su parte, los resumirá así: “Impedimenta matrimonii sunt XVI, scilicet: votum, ordo, habitus, dispar cultus, error personae, error conditionis, cognatio, ligatio, publicae honestatis iustitia, enormitas delicti, impossibilitas coeundi, tempus feriarum, interdictum Ecclesiae, coactio, aetas, furor”
. El término impedimento, como vemos, se entendía como cualquier prohibición establecida para contraer matrimonio.

1. CONCEPTO

El CIC de 1917 distinguirá teóricamente entre los impedimentos, entendidos como aquellas circunstancias que, determinadas por la ley y existiendo en la misma persona de los contrayentes, obstaculizan el matrimonio, los vicios y defectos del consentimiento y el defecto de la forma canónica. Pero, a pesar de ello, todavía se siguió denominando como impedimento, en general, cualquier circunstancia que se opusiera a la válida y lícita celebración del matrimonio
, apoyándose la doctrina en una respuesta de la Comisión de Intérpretes del 12 de marzo de 1929 en la que se decía que el término impedimento del canon 1971, §1, 1º se debía entender comprendiendo no sólo los impedimentos propiamente dichos (cáns. 10671030) sino también “de impedimentis improprie dictis matrimonium dirimentibus (cáns. 1081-1103)”.

Tradicionalmente se suele distinguir un doble concepto de impedimento: a) en sentido lato o impropio se sigue entendiendo por impedimento todo lo que se opone a la válida y lícita celebración del matrimonio: v.gr., canon 1069; b) en sentido propio o estricto es la circunstancia externa o la relación personal que, por derecho divino o positivo, prohíbe contraer matrimonio, haciendo inhábil a la persona para contraerlo, de manera que su eventual celebración no sería sólo ilícita sino también inválida radicalmente «ipso iure» (c. 1073). Como señala L. Chiappetta, los impedimentos no pretenden ser de por sí una limitación del “ius connubii” (c. 1058), sino sobre todo una regulación necesaria de su ejercicio por razones éticas, religiosas, civiles, etc., en interés de los mismos esposos y de la felicidad familiar, además de por la tutela del recto orden y del bien común. Se justifican porque el matrimonio no es un simple negocio jurídico privado, que interese sólo a las dos partes, sino que también es de carácter público, ya que tiene una importancia esencial personal y socialmente para la Iglesia y la sociedad
.

Hay un doble elemento en la noción de impedimento: el hecho y la norma. Como hecho es aquella circunstancia o relación personal que constituye la base sobre la que se fundamenta el obstáculo legal o la inhabilidad legal para constituir el matrimonio. Como norma es la prohibición legal de contraer matrimonio dirigida a las personas afectadas por aquella circunstancia o relación
. Y, en relación a su naturaleza, se discute si los impedimentos son incapacidades reconocidas o establecidas por la ley referentes a las personas, es decir que ya existen previamente en la persona, o si se trata de prohibiciones legales relativas más al acto matrimonial que a las personas. 

Entendemos que los impedimentos son realidades específicamente jurídicas, son leyes prohibientes, que en el caso de los impedimentos dirimentes influyen en la validez del matrimonio. Ciertamente hay que distinguir entre la ley que constituye el impedimento y el hecho o circunstancia objetiva que sirve de soporte a la ley, ya que ésta se funda en una realidad externa a la misma ley. Pero la circunstancia externa no constituye por sí sola el impedimento, sino que el impedimento es la ley, basándose, ciertamente, en una circunstancia o realidad objetiva. El canon 1073, por otra parte, parece apoyar esta tesis, ya que define a los impedimentos como leyes inhabilitantes y no irritantes (c. 10). De aquí que, usualmente, se emplee el término “habilidad” para calificar a los impedimentos, mientras que el de “capacidad” sirve para los vicios y defectos del consentimiento.

2. División

Los impedimentos se pueden clasificar desde diferentes criterios o puntos de vista. Las distinciones más comunes son las siguientes:

1. Origen o fuente normativa. Los impedimentos pueden ser de derecho divino, de derecho natural y de derecho positivo o eclesiástico. Los impedimentos de derecho natural y de derecho divino son los derivados directamente de la ley natural y los establecidos positivamente por Dios a través de la Revelación. Los de derecho positivo o eclesiástico son los establecidos por la Iglesia para sus propios fieles. Las consecuencias canónicas de esta distinción son importantes: a los primeros están sujetos todas las personas, sean o no sean católicos; no son susceptibles de dispensa; y la potestad de la Iglesia sobre los mismos es meramente declarativa, es decir se limita a interpretar auténticamente su sentido y alcance, como custodia del «depositum fidei» y maestra de la humanidad creyente, pero ni puede modificarlos, ni siquiera dispensar per se de los mismos. A los de derecho positivo o eclesiástico están sujetos sólo los católicos (cáns. 11 y 1059); pueden ser dispensados por la autoridad competente; y la potestad de la Iglesia sobre ellos es institutiva, siendo sus normas vinculantes y pudiendo la Iglesia modificarlos, abrogarlos y dispensar de los mismos. Suelen calificarse entre los primeros los impedimentos de impotencia (c. 1084), de vínculo o ligamen (c. 1085) y la consanguinidad en línea recta (c. 1091). Los restantes impedimentos son de derecho eclesiástico.

2. Efecto o eficacia. La legislación canónica histórica distinguía entre impedimentos impedientes y dirimentes: los primeros prohibían el matrimonio pero no lo invalidaban; los segundos lo prohibían y lo invalidaban. El CIC de 1917 determinaba que los impedimentos impedientes eran el voto simple de castidad (c. 1058), el parentesco legal, donde así estuviera establecido civilmente (c. 1059), y el matrimonio mixto (cáns. 1060-1064). Distinción que todavía se recogía en el primer proyecto de la actual normativa matrimonial con la propuesta de denominarlos prohibientes en lugar de impedientes.

Posteriormente, y de forma acertada, se optó por suprimir los impedimentos impedientes, alegando las siguientes razones: a) la existencia de los tres que quedaban era muy discutible, ya que el impedimento de voto simple de castidad era, en realidad, un “merus flatus vocis”; el impedimento de parentesco legal, con la sistemática del CIC de 1917, creaba múltiples dificultades y ya se había pensado en establecerlo de forma dirimente para toda la Iglesia; finalmente, el impedimento de mixta religión propiamente no quedaba configurado como tal impedimento en la legislación proyectada sino, más bien, como normas peculiares a observar para la lícita celebración del matrimonio; y b) no tenían prácticamente ninguna eficacia canónica sino sólo en el orden moral, ya que el matrimonio que se celebraba mediando un impedimento impediente era ilícito, pero válido: su único efecto canónico consistía en que legítimamente se podía recusar la asistencia a dicho matrimonio

Por consiguiente, el canon 1073 sólo reconoce un tipo o clase de impedimentos: los dirimentes, entendiendo por tales los que hacen a la persona incapaz de contraer válidamente matrimonio. Conjuntamente con ellos existen prohibiciones de celebrar el matrimonio en casos concretos.

3. Ámbito o extensión. Los impedimentos pueden ser absolutos, esto es los que hacen a una persona inepta o incapaz para contraer matrimonio con cualquier otra, y relativos, que son los que impiden o incapacitan contraer matrimonio solamente con personas determinadas. Según su duración, pueden ser temporales, cuando el supuesto de hecho contemplado en la norma puede desaparecer con el transcurso del tiempo o por la modificación de las circunstancias, y perpetuo, cuando los supuestos de hecho no pueden desaparecer.

4. Conocimiento. Los impedimentos, desde este punto de vista, pueden ser ciertos y dudosos, con duda de derecho o de hecho. Son ciertos cuando se puede afirmar su existencia sin un prudente temor de errar; dudosos, cuando no se puede afirmar su existencia sin prudente temor de errar. La duda puede ser de hecho, cuando la ley que constituye el impedimento es cierta, pero es dudosa si se verifica el caso comprendido bajo la ley; y duda de derecho, cuando la misma ley es dudosa en cuanto a su existencia o extensión o interpretación.

La doctrina canónica señala que la duda es objetiva, positiva y probable cuando está fundada en razones sólidas aunque éstas, sin embargo, no excluyan la interpretación opuesta de la ley o del hecho contrario. La duda meramente subjetiva, que es imaginación o escrúpulo excesivo, o negativa, que es ignorancia o superficialidad, e improbable de por sí no tiene influencia en este caso. Los impedimentos dudosos con duda de derecho no obligan, tal como indica el canon 14 recogiendo el conocido axioma “lex dubia, lex nulla”, ya que se considera que una tal ley no puede considerarse suficientemente promulgada y, faltando ésta, la ley no tiene eficacia. Los impedimentos dudosos con duda de hecho, por contra, objetivamente existen o no según que en realidad se verifique o no el hecho: es decir, en la duda de hecho, la ley no cesa y la validez o invalidez del matrimonio depende de la existencia o no del hecho, por lo que se recomienda que, ad cautelam, se pida su dispensa a la autoridad competente (cáns. 14; 1084, § 2; 1091, § 4)
.

En este mismo sentido, por la facilidad de su dispensa, los impedimentos podían ser de grado mayor o menor: de los primeros no se podía dispensar válidamente sin causa, mientras que de los segundos sí. Los impedimentos de grado menor eran los siguientes: consanguinidad en tercer grado en línea colateral; la afinidad en segundo grado en línea colateral; la pública honestidad en segundo grado; el parentesco espiritual; y el crimen de adulterio con promesa o atentado de matrimonio, incluso el sólo celebrado civilmente
. Prácticamente desde el inicio de los trabajos de la revisión de la legislación canónica se estuvo de acuerdo en suprimirlos, siguiendo las indicaciones del Concilio Vaticano 1113, por lo que ya no existe una tal clasificación en la legislación canónica actual.

5. Prueba jurídica. Los impedimentos pueden ser públicos y ocultos, con los efectos jurídicos señalados en los cánones 1074, 1079, 1080, 1082 y 1158. Los impedimentos públicos son los que se pueden probar en el fuero externo, mientras que los ocultos son los que no pueden serlo (c. 1074).

Conviene recordar que, tradicionalmente, en la legislación canónica se han dado, al menos, los siguientes conceptos de público y oculto: público y oculto ex notitia o divulgación (c. 2197 CIC 1917), es decir público es lo ya divulgado o lo que se prevé que fácilmente se divulgará, mientras que lo oculto es lo no divulgado; público o privado procesalmente (c. 1971, §1, 2*), identificándose en este caso lo público con lo que trasciende el mero interés privado de las partes, con lo que interesa al bien común o público eclesial; finalmente, público y oculto ex probatione en el fuero externo, calificando de público al impedimento que se puede probar en el fuero externo, y oculto el que no se podía probar en el citado fuero aunque por su naturaleza fuera público (c. 1037 CIC 1917). La opinión común era que un impedimento debía considerarse público siempre que pudiera probarse en el fuero externo: bien por ser público por su naturaleza o por sus circunstancias, o bien siendo materialmente público y formalmente oculto, es decir cuando se conocía el hecho pero se ignoraba que de tal hecho surgía el impedimento, porque se pensaba que, puesta la publicidad del hecho, ya podía probarse en el fuero externo. Una respuesta de la Comisión de Intérpretes de 1927 apoyaba esta opinión, ya que decía que los términos “pro casibus occultis” del canon 1045, §3 del CIC de 1917 se debían entender no sólo para los impedimentos matrimoniales ocultos por su naturaleza y hecho sino también para los públicos por su naturaleza pero ocultos de hecho
.
La actual normativa canónica general sigue empleando estos conceptos indistintamente, si bien en el caso de los impedimentos matrimoniales recoge este último concepto de público. Ya la primera formulación proyectada del actual canon 1074 señalaba que el impedimento era público cuando surgía de un hecho público o podía probarse de otro modo en el fuero externo, siendo oculto cuando no se daba ninguna de estas circunstancias
. El canon 1074 determina más claramente que “se considera público el impedimento que puede probarse en el fuero externo; en caso contrario es oculto”. Por consiguiente, el impedimento es público si puede ser probado en el fuero externo según los medios aceptados por el Derecho canónico: confesión de las partes, declaraciones de testigos, pericias, documentos públicos y privados, etc. Es indiferente, en principio, su divulgación o noticia o conocimiento. El impedimento es oculto en caso contrario, si bien en algún supuesto, v.gr., canon 1079, §3, el término oculto se ha interpretado tradicionalmente en un sentido más amplio. Esta distinción tiene importancia, como veremos, en relación con la dispensa de los impedimentos.

Finalmente, se han suprimido en la legislación matrimonial latina otras normas existentes en la legislación canónica histórica por considerarlas innecesarias: la referencia, en primer lugar, a su multiplicidad, ya que en el CIC de 1917 se decía que un impedimento era simple cuando era el único dentro de la misma figura, y múltiple si en un mismo caso concurrían dos o más impedimentos de distinta figura. Y, en segundo lugar, hay que recordar que el impedimento afecta a los dos contrayentes, es decir que aunque exista en una sola de las partes hace ilícito o inválido el matrimonio por la unicidad del negocio matrimonial, que hace que el matrimonio o es válido para los dos, o no es válido para ninguno de los dos.

B) LA CONSTITUCIÓN DE LOS IMPEDIMENTOS

Ya expusimos anteriormente, al explicar el canon 1059, los fundamentos doctrinales en los que la Iglesia se basa para justificar su potestad para establecer impedimentos en el matrimonio de los católicos, así como que sus normas positivas obligaban sólo a los católicos (cáns. 11, 1059). La cuestión, por tanto, que aquí vamos a analizar es determinar qué personas u organismos eclesiales tienen concretamente esta potestad.

1. AUTORIDAD COMPETENTE

Históricamente el ejercicio de la potestad para establecer impedimentos fue ejercido por los obispos y los concilios, conjuntamente con la Sede Apostólica, si bien pronto se fue centralizando este poder en el Romano Pontífice por diferentes motivos, entre otros la necesidad de mantener una disciplina única, común para toda la Cristiandad medieval. El CIC de 1917 recogió esta disciplina determinando que únicamente competía a la Sede Apostólica tanto declarar auténticamente lo que según el derecho divino se oponía a la celebración del matrimonio como establecer y abolir los impedimentos (c.1038 CIC de 1917). Los Ordinarios del lugar sólo tenían potestad para, en algunas circunstancias, prohibir la celebración de un matrimonio o vetar como ilícita su celebración con una serie de condiciones (c. 1039 CIC de 1917). Se señalaba, además, que la costumbre no podía ni introducir ni abolir impedimentos (c. 1041 CIC de 1917).

La actual normativa canónica mantiene prácticamente la misma disciplina, si bien durante el proceso de codificación se produjo un interesante debate sobre el tema: en un primer momento estaba previsto reconocer a las Conferencias Episcopales la facultad de establecer impedimentos matrimoniales para el territorio de su propia competencia, ya que el canon 262, §2, del esquema de matrimonio de 1975 determinaba que “Episcoporum Conferentiae, attentis peculiaribus adiunctis, impedimenta particularia sive prohibentia sive dirimentia constituere possunt, decreto ad normam iuris lato”
. Posteriormente, sin embargo, esta norma proyectada fue suprimida por la Congregación Plenaria de Cardenales en su sesión del 24 al 27 de mayo de 1977
. Decisión que ya se mantuvo definitivamente, a pesar de que en la revisión de 1981 se pidió que “de nuevo se insertase el § 3 del canon 262 del esquema precedente en el que se reconocía a las Conferencias Episcopales el derecho de establecer impedimentos particulares”: la comisión respondió que “esta norma fue suprimida a petición de muchos, tanto obispos como Conferencias Episcopales, por la Plenaria de los Padres Cardenales en 1977, que lo decidió unánimemente”
. Por contra, hay que indicar que el canon 792 del CCEO concede al derecho particular de cada Iglesia sui iuris la facultad de establecer impedimentos dirimentes en el ámbito de su jurisdicción, si bien indicando que ello debe hacerse por causa gravísima y después de haber consultado a las otras Iglesias sui iuris a quienes puede interesar y a la Sede Apostólica
.

El canon 1075, por consiguiente, determina que únicamente le corresponde a la Sede Apostólica de forma exclusiva declarar auténticamente cuándo el derecho divino prohíbe o dirime el matrimonio (§1) y establecer impedimentos dirimentes matrimoniales (§2).
 Lógicamente, en la misma potestad de establecer los impedimentos, va incluida la de abrogarlos o derogarlos con los mismos requisitos, por lo que se suprimió un canon proyectado que, en paralelismo con el canon 1040 del CIC de 1917, recordaba este principio, ya que ello se consideraba obvio
.

El Ordinario del lugar (c. 1077, §1) tiene las mismas facultades que en el CIC de 1917: es decir que las autoridades inferiores a la Sede Apostólica no tienen ninguna competencia declarativa o institutiva de los impedimentos, por lo que el Ordinario del lugar no tiene competencia en esta materia. Únicamente puede prohibir en un caso particular el matrimonio, pero sólo temporalmente, por causa grave y mientras ésta dure. Tampoco la costumbre puede introducir un nuevo impedimento o abolir los ya existentes a tenor del canon 1076.

Relacionados con esta materia están los denominados vetita iudicialia, es decir la prohibición de un posterior matrimonio incluida en la sentencia o decreto que declara la nulidad de un matrimonio, o en la disolución del mismo, establecida por la autoridad competente (c. 1684, §1). Práctica habitual, por ejemplo, en los casos de disolución del matrimonio rato y no consumado (c. 1061, §1), de declaración de nulidad por impotencia (c. 1084), por incapacidad psíquica (c. 1095), por exclusión o simulación (c. 1101), etc.
 El canon 1077, §2, en línea con lo determinado anteriormente, establece que “sólo la autoridad suprema de la Iglesia puede añadir a esta prohibición una cláusula dirimente”. Lógicamente, la autoridad competente para levantar estas cláusulas, dirimentes o prohibentes, es aquella que los ha establecido o que está legítimamente delegada para hacerlo. Remoción que se debe hacer cuando las circunstancias que motivaron la imposición del vetitum han desaparecido
. 

2. SUJETO PASIVO

El sujeto pasivo de los impedimentos matrimoniales de derecho eclesiástico o positivo son los fieles católicos, bien lo sean por haber sido bautizados en la Iglesia Católica, bien por haber sido recibidos en ella (cáns. 11; 1059). Los bautizados que pertenecen a Iglesias o comunidades eclesiales que no están en la plena comunión con la Iglesia Católica no están sujetos a los impedimentos matrimoniales meramente de derecho eclesiástico o positivo, como ya indicamos al examinar el canon 1059. Y los católicos que abandonaron la Iglesia Católica por un acto formal están sujetos a los mismos, salvo que expresamente el ordenamiento canónico establezca otra norma como sucede en los cánones 1086, §2; 1117 y 1124.

Durante el proceso de revisión del actual CIC, en un primer esquema, se establecía expresamente que “a los impedimentos meramente de derecho eclesiástico están sujetos sólo los que han sido bautizados en la Iglesia Católica o han sido recibidos en ella y no la han abandonado por un acto formal”. Posteriormente, sin embargo, se acordó suprimir esta referencia puesto que se limitaba a repetir lo que ya se afirmaba en las normas generales. Se planteó, sin embargo, la cuestión de que esta norma “se refería a los acatólicos, pero no a los apóstatas”: la Comisión redactora estimó, en un primer momento, que a los apóstatas se les debía eximir no de todos los impedimentos dirimentes sino tan sólo de la forma canónica. Posteriormente, como hemos indicado, se optó por eximirles de la observancia del impedimento de disparidad de cultos y de la prohibición de la celebración de los matrimonios mixtos, además de la observancia de la forma canónica.

C) LA DISPENSA DE LOS IMPEDIMENTOS

El ordenamiento canónico, como también la mayor parte de los ordenamientos jurídicos, tiene previsto que sus normas puedan adaptarse a exigencias particulares que, razonablemente, exigen un trato diferente. También sucede lo mismo con el cese de los impedimentos que, dejando de lado la peculiar situación de la imposibilidad de su cumplimiento por un gravísimo incómodo, en cuyo caso hay que aplicar las normas generales de la moral católica, puede tener lugar de dos formas: los impedimentos pueden cesar por una causa interna al mismo impedimento, esto es por desaparecer el hecho o circunstancia que origina el impedimento, lo que hace que automáticamente desaparezca el impedimento, o bien por su dispensa que, existiendo un motivo adecuado y razonable, es concedida por la autoridad competente.

1. NOCIONES PREVIAS

La dispensa es descrita en el canon 85 como “la relajación de la ley meramente eclesiástica en un caso particular”, realizada lógicamente a tenor de lo establecido en el ordenamiento canónico. Es, por tanto, la derogación de una ley meramente eclesiástica, la exoneración de su observancia en un caso particular, con la finalidad de proveer mejor a su específico bien, mientras se mantiene su obligatoriedad para el bien general de la comunidad. La dispensa se distingue de otras figuras afines, tales como la simple exoneración de la norma establecida por la misma ley mientras que la dispensa exige un acto positivo de la autoridad competente; del privilegio, que tiene un carácter estable y opera una nueva norma en lugar de la establecida en la legislación general, mientras que la dispensa tiene, más bien, un carácter negativo ya que hace cesar la ley en un caso particular; de la epiqueia, que, a través de un juicio personal, hace que el sujeto se considere excusado de observar la ley; de la licencia, que es una facultad concedida según la ley, no contra la ley como es la dispensa; de la abrogación de la ley en donde se tiene el cese o la revocación de la misma ley, y no sólo su suspensión en un caso particular; de la tolerancia, por la que el superior, permaneciendo intacta la obligación de la ley, permite la transgresión de la ley, sin que por ello ésta sea lícita, para evitar daños mayores; etc.

La dispensa puede ser anterior o posterior a la celebración del matrimonio, en cuyo caso más bien estaremos ante la sanación en la raíz; dada para el fuero externo, que vale también para el fuero interno, o para el fuero interno sacramental o extrasacramental, en cuyo caso sólo vale para este fuero salvo que en el fuero interno extrasacramental se establezca otra cosa: concedida en forma graciosa, directamente al interesado, o en forma comisoria, es decir encomendando su ejecución a otro (c. 62); pontificia y no pontificia; debida o necesaria y no necesaria o voluntaria; etc.

La actual normativa canónica ha cambiado radicalmente el principio establecido en el ordenamiento canónico: el canon 81 del CIC de 1917 determinaba que la facultad de dispensar de las leyes eclesiásticas estaba reservada, de por sí, al Romano Pontífice, mientras que a los obispos diocesanos se les concedía esta facultad sólo por delegación o en casos excepcionales. Principio que cambió radicalmente a partir del Concilio Vaticano II, de manera que lo que era la excepción pasó a ser la norma común, mientras que las reservas al Romano Pontífice fueron la excepción. Sistema que ha quedado sancionado en el canon 87 del actual CIC: el obispo diocesano (c. 87, §) puede dispensar de las leyes disciplinares, tanto generales como particulares, exceptuándose de esta facultad las leyes que determinan los elementos constitutivos esenciales de las instituciones o de los actos jurídicos (c. 86) y las leyes procesales, penales y aquellas que están reservadas especialmente a la Sede Apostólica o a otra autoridad. Facultad que el obispo diocesano puede delegar (cáns. 85; 134, §3). Además, y en circunstancias especiales, se amplía esta facultad de dispensar (c. 87, §2). La dispensa, lógicamente, debe realizarse a tenor de lo establecido en los cánones 85-93.

2. LA AUTORIDAD COMPETENTE

Los cánones 1078, 1079 y 1080 aplican los principios generales contenidos en el canon 87 a los impedimentos matrimoniales, distinguiendo las diferentes autoridades competentes para su dispensa según diferentes circunstancias.

1) La Sede Apostólica

El Romano Pontífice, en virtud de su plena potestad (c. 331), puede dispensar válidamente a cualquier fiel de cualquier impedimento matrimonial de Derecho eclesiástico. No puede dispensar, como ya ha quedado dicho anteriormente, de los impedimentos de derecho divino, natural o revelado
. Como regla general, en la concesión de las dispensas el Romano Pontífice se sirve de los siguientes dicasterios de la Curia Romana: la Congregación para el Culto Divino y la Disciplina de los Sacramentos para la mayor parte de los impedimentos; la Congregación para la Doctrina de la Fe; la Congregación para los Institutos de Vida Consagrada y para las Sociedades de Vida Apostólica; la Congregación para la Evangelización de los Pueblos para los matrimonios celebrados en los territorios sujetos a su competencia; la Congregación para las Iglesias Orientales para los matrimonios en los que, al menos, uno de los contrayentes es de rito oriental; y la Penitenciaría Apostólica para todos los impedimentos en el fuero interno.

El canon 1078, §2, además, reserva al Romano Pontífice la dispensa de unos impedimentos concretos. Durante el proceso de redacción de este canon
, la idea que presidió la formulación de la norma fue que, en esta materia, era suficiente la vigilancia ordinaria de la Santa Sede para prevenir posibles abusos, por lo que la Comisión redactora suprimió la reserva proyectada de algunos impedimentos como el de edad, consanguinidad en línea colateral, y de afinidad. No se aceptó, por otra parte, la propuesta de algunos órganos de que en el impedimento de orden sagrado se distinguiera entre el impedimento surgido del presbiterado y el del diaconado: la dispensa del primero estaría reservada a la Sede Apostólica, pero no la del segundo
. En consecuencia, y a tenor del canon 1078, §2, los impedimentos cuya dispensa está reservada al Romano Pontífice son los siguientes: el impedimento surgido del orden (c. 1087); el surgido del voto público perpetuo de castidad emitido en un Instituto Religioso de Derecho pontificio (c. 1088); el de conyungicidio (c. 1090); y se indica, por otra parte, que nunca se concede la dispensa del impedimento de consanguinidad en línea recta, es decir entre padre-hija, abuelo-nieta, etc., o en segundo grado de la línea colateral, es decir entre hermanos (cáns. 1078, §3; 1091, §4).

El CCEO, sin embargo, reconoce especiales facultades al Patriarca: puede añadir una cláusula dirimente a la prohibición de contraer matrimonio (c. 794, §2 CCEO), y puede dispensar de los impedimentos de conyungicidio y del voto público perpetuo de castidad emitido en las congregaciones de cualquier condición jurídica (c. 795, §2 CCEO).

2) El Ordinario del lugar

Ya hemos indicado anteriormente el cambio producido en esta cuestión a raíz del Concilio Vaticano II y que se concretó tanto en el Decreto Christus Dominus como en el m. pr. De Episcoporum muneribus del 15 de junio de 1966
. Y, en conformidad con ello, el canon 1078, §1 establece que el Ordinario del lugar, es decir obispos diocesanos y prelados equiparados, administrador diocesano, vicario general y episcopal (c. 134, §2), tiene amplias facultades de dispensa, ya que puede dispensar de todos los impedimentos de derecho eclesiástico excepto de los reservados a la Sede Apostólica, tal como Iiemos expuesto anteriormente, a sus súbditos propios allí donde se encuentren y a los que de hecho estén residiendo en su territorio. Esta facultad de dispensar es potestad ordinaria del Ordinario del lugar y, por tanto, la puede delegar a tenor del canon 137.

3) La situación de peligro de muerte

El canon 1079 contempla un supuesto ya tradicional en la legislación canónica: la dispensa de los impedimentos matrimoniales en peligro de muerte
. Se suele definir la situación de peligro de muerte como aquella en que la persona, por cualquier causa interna o externa, tiene el temor probable de su fallecimiento, incluso de uno solo de los contrayentes. Es decir: es aquel estado en el que, quien en él se encuentra, es igualmente probable que muera o que sobreviva, no requiriéndose un resultado cierto, y dándose aun cuando hubiera tiempo de recurrir a la Sede Apostólica.

La Iglesia, en estas situaciones, concede especiales facultades para dispensar de los impedimentos matrimoniales al Ordinario del lugar, al párroco, a otros ministros sagrados y al mismo confesor, subordinándolo al solo hecho del “peligro de muerte” y sin las condiciones establecidas en el anterior canon 1043 del CIC de 1917 de “ad consulendum conscientiae et ... legitimationi prolis”. Hay que recordar que la situación de “peligro de muerte” no es lo mismo que la de “articulum mortis”, que es la situación de la que se deriva necesariamente la muerte. Durante la revisión del CIC en 1981, con un texto proyectado que coincide básicamente con el actual canon 1079, § 1, se dijo que “la locución «urgente mortis periculo» es bastante amplia y elástica” por lo que se pedía que esta facultad “se limitase a los casos de «in articulo mortis»“. También se pidió que, de nuevo, se indicase el motivo de la dispensa. La Comisión redactora se negó a modificar el texto proyectado, aduciendo que “la limitación propuesta no se puede admitir porque en el canon ya se dice «urgente» peligro de muerte, con lo que se restringe suficientemente el uso de la facultad extraordinaria de dispensar. Además, la exigencia del «articulum mortis» para conceder la dispensa sería fuente de múltiples ansiedades y, quizá, también de invalidaciones porque difícilmente se sabe si en el caso concreto se trata de urgente peligro o de «articulum mortis», ya que apenas difieren entre sí a no ser que alguien, para calificar el «articulum mortis», quiera exigir que se siga realmente la muerte, lo que es absurdo”
. La situación de peligro de muerte, por tanto, no requiere que necesariamente se siga la muerte de alguno de los futuros contrayentes sino únicamente que exista una situación tal en la que sea verdadera e igualmente probable que la persona puede morir o sobrevivir. En tal situación, el ordenamiento canónico concede facultades especiales a diferentes personas.

En primer lugar, el Ordinario del lugar (c. 1079, §1) puede dispensar a sus propios súbditos, cualquiera que sea el lugar donde residan, y a todos los que se encuentran de hecho en su territorio de: a) la forma canónica, y b) de todos y cada uno de los impedimentos de derecho eclesiástico, sean públicos u ocultos, excepto del impedimento surgido del orden sagrado del presbiterado. Puede, por tanto, dispensar, además de todos los impedimentos indicados en el canon 1078, §1, de los impedimentos surgidos del orden sagrado del diaconado, del voto público y perpetuo de castidad emitido en un instituto religioso de derecho pontificio y del conyungicidio, que en circunstancias ordinarias están reservados a la Sede Apostólica (c. 1078, §2). Es de interés, sin embargo, recordar que la no posibilidad de dispensar en esta situación del impedimento surgido del sagrado orden del presbiterado fue objeto de una viva discusión durante todo el proceso de redacción de este canon
, incluyéndose esta restricción en la revisión realizada por la Congregación Plenaria durante los días 20-29 de octubre de 1981 y alegándose como razón fundamental para su introducción que su omisión pondría en peligro la ley del celibato, porque “por ejemplo, toda operación quirúrgica, si tiene algún peligro, proporciona causa legítima para dispensar del impedimento del celibato, incluso en el caso de que el Romano Pontífice hubiera rechazado la dispensa; y, por ejemplo, dos semanas después de la operación quirúrgica él mismo está nuevamente sano y viviendo en un verdadero matrimonio católico”
.

En segundo lugar, tienen las mismas facultades de dispensa otorgadas al Ordinario del lugar, es decir tanto de la forma canónica como de los impedimentos citados, pero sólo en los casos en que no es posible recurrir al Ordinario del lugar, las siguientes personas (c. 1079, § 2): 

· el párroco;

· el ministro sagrado, sacerdote o diácono, debidamente delegado (cáns. 1108, §1; 1111): hay que recordar que a los diáconos ya les estaba reconocida la facultad de dispensar de los impedimentos desde el 21 de diciembre de 1979
. Por otra parte, los laicos que, a tenor del canon 1112 pueden asistir al matrimonio, no gozan de la facultad de dispensar de los impedimentos
; 

· el sacerdote o diácono que, no estando delegados para asistir canónicamente al matrimonio, están presentes en su celebración conforme al canon 1116, §2.

El canon 1079, §4 recoge, además, una norma tradicional en la legislación al determinar cuáles son, o no son, los medios ordinarios para dirigirse al Ordinario del lugar y, por tanto, para delimitar cuándo las personas citadas anteriormente pueden usar de estas facultades de dispensa. Ya a finales del siglo XIX la Sede Apostólica aclaró que “nemo tenetur recurrere ad S. Sedem per telegraphum vel telefonium”
. Una respuesta posterior de la Comisión de Intérpretes, de 12 de noviembre de 1922, insistió en la misma idea: “ad effectum, de quo in cann. 1044 et 1045, §3, censendum esse Ordinarium adiri non posse, si nonnisi per telegraphum vel telephonum ad eum recurri potest”
. Norma que se repetía en los primeros esquemas de redacción del actual CIC. Algunos, sin embargo, opinaban que podía suprimirse esta norma ya que en la actualidad, en todas las partes del mundo, ya no se consideran medios extraordinarios el telégrafo y el teléfono. Otros, por contra, opinaban que el motivo o razón de calificar como medios extraordinarios el uso del teléfono y del telégrafo es porque, si se usan, falta el documento escrito de la dispensa concedida, añadiéndose además que si no se decía que estos medios son extraordinarios, la facultad de dispensar en peligro de muerte ya no tendría sentido puesto que entonces surgiría la obligación de recurrir por estos medios al Ordinario
. El canon 1079, §4 recoge la norma tradicional en la Iglesia: se considera que no es posible acudir al Ordinario del lugar si sólo puede hacerse por telégrafo o por teléfono
.

En tercer lugar, finalmente, el canon 1079, §3 concede la facultad de dispensar de los impedimentos matrimoniales al confesor. También ésta es una norma tradicional en la legislación canónica y que el CIC de 1917 recogía en el canon 1044. Hay que señalar, sin embargo, que no fue éste un tema pacíficamente admitido durante el proceso de codificación del actual canon
: algunos no aprobaban que el confesor pudiera dispensar de los impedimentos matrimoniales en el fuero interno para evitar toda confusión o mezcla entre el fuero externo y el fuero sacramental. A pesar de todo, se mantuvo esta facultad del confesor en el fuero interno, tanto dentro como fuera de la confesión sacramental, a sugerencia de la Penitenciaría Apostólica porque, como se dijo, se dan casos en los que el sacerdote sólo tiene noticia del impedimento en cuanto confesor y no puede transferir de ninguna forma este conocimiento al fuero extrasacramental.

Las condiciones para que el confesor (c. 976) pueda ejercer esta facultad en peligro de muerte son: la dispensa se realiza en el fuero interno. tanto sacramental como extrasacramental, pudiendo dispensar de los impedimentos ocultos, en el sentido del canon 1074 tal como anteriormente hemos explicado. En este caso, por otra parte, no se aplica la cláusula de no poderse dirigir al Ordinario del lugar del canon 1079, §2, puesto que se trata de dispensas realizadas en el fuero interno, no en el fuero externo.

4. El “caso perplejo”

Finalmente, el canon 1080 concede especiales facultades para dispensar de los impedimentos matrimoniales en una situación especial de emergencia que, tradicionalmente, se denominado como el caso perplejo. Es aquella situación en la que se descubre el impedimento matrimonial cuando todo está ya preparado para la celebración de las nupcias y ni hay tiempo para obtener la dispensa, ni se puede diferir el matrimonio sin grave inconveniente. El CIC de 1917 regulaba esta situación en el canon 1045, aclarando una respuesta de la Comisión de Intérpretes, de 1 de marzo de 1921, que la cláusula “quoties impedimentum detegatur cum iam omnia sunt parata ad nuptias” se debía entender no sólo en el sentido de que el impedimento se ignoraba completamente con anterioridad y se descubriera entonces, sino también en el sentido de que, aunque fuera conocido antes, sólo entonces se le comunica al párroco o al Ordinario
. Consecuentemente con ello, la doctrina canónica interpretó que era suficiente con que existiera un peligro probable, moralmente estimado, de un mal grave, espiritual o temporal, propio o ajeno.

El denominado caso perplejo tiene lugar cuando se verifican dos circunstancias (c. 1080, §1): 1ª) se descubre el impedimento cuando todo está ya preparado para la celebración de la boda, es decir cuando se han realizado prácticamente las actuaciones previstas en el canon 1067 y la celebración del matrimonio es ya inminente o al menos próxima. Expresión que debe entenderse como ya hemos indicado anteriormente y que se debe interpretar no como una condición “sine qua non” sino simplemente como una simple circunstancia en la que suele verificarse la grave y urgente necesidad
; 2ª) el matrimonio no se puede diferir, sin peligro de grave daño, moral o material, hasta que se obtenga la dispensa por la autoridad competente. Requisito que, a tenor de la interpretación precedente, se debe entender no en sentido absoluto sino sólo en relación al párroco o al Ordinario, esto es cuando el impedimento llega a conocimiento de uno u otro, aunque ya fuera conocido por otras personas.

En estas circunstancias, tienen facultad de dispensar de todos los impedimentos matrimoniales de Derecho eclesiástico, exceptuados los impedimentos derivados de las órdenes sagradas y del voto público de castidad emitido en un Instituto Religioso de derecho pontificio (c. 1078, § 2, 1º)
 las siguientes personas: 1) el Ordinario del lugar puede dispensar de lo, impedimentos ya indicados, sean públicos u ocultos; 2) los ministros sagrados que asisten al matrimonio o que, a tenor del canon 1116, §2, están presentes al mismo (c. 1079, §2): pueden dispensar de los impedimentos citados sólo en los casos ocultos y, lógicamente, cuando no puedan dirigirse a la autoridad competente en las condiciones indicadas en el canon 1079, §1. Muy acertadamente indica L. Chiappetta
 que no se habla de impedimento, ocultos a tenor del canon 1074 sino de casos ocultos, es decir de impedimentos que ni están divulgados ni se supone que se divulgarán. Por tanto, en el presente canon deben considerarse ocultos también los impedimento, matrimoniales que, aun siendo públicos por su naturaleza, ya que están fundados en un hecho «ex se» público ... sin embargo, de hecho no son conocidos; y 3) el confesor que, a tenor de lo establecido en el canon 1079, § 3. ejerce su facultad en el fuero interno sacramental y extrasacramental.

El canon 1080, § 2 determina, además, que estas facultades valen también para convalidar un matrimonio
 cuando concurran las mismas circunstancias: a) que exista un probable peligro de grave daño en el retraso de la convalidación, y b) que no haya tiempo para recurrir a la Sede Apostólica o al Ordinario del lugar cuando se trate de impedimentos que él puede dispensar.

3. NORMAS ULTERIORES

La tramitación de la dispensa, es decir su petición y ejecución, se rige por las normas generales dispuestas para los rescriptos y contenidas en los cánones 59-75 del CIC
. Los cánones 1081 y 1082 prescriben solamente algunas formalidades especiales referentes a la anotación de la dispensa matrimonial concedida.

El canon 1081 recuerda que la dispensa concedida de un impedimento matrimonial se debe anotar en el libro o registro de los matrimonios: la concedida en el fuero externo por el párroco, el sacerdote o el diácono, a tenor del canon 1079, §2, se debe comunicar rápidamente al Ordinario del lugar, a quien corresponde controlar que todo se ha realizado adecuadamente. Esta dispensa se debe anotar en el libro o registro de los matrimonios (cf. cáns. 535, §1; 1121; 1123). Es obvio, por otra parte, que la dispensa concedida por el confesor en el fuero interno sacramental no puede anotarse en ningún lugar ni comunicarse al Ordinario del lugar pues forma parte del contenido del sigilo sacramental, que en ningún caso ni por ninguna razón es lícito revelar (cáns. 983, §1; 1388, §1): esta dispensa sólo tiene valor para el fuero interno, por lo que, si el impedimento oculto se hace público, es necesaria una nueva dispensa para el fuero externo.

Finalmente, el canon 1082 contempla el caso de la dispensa de un impedimento oculto concedida por la Penitenciaría Apostólica en el fuero interno no sacramental: se debe anotar en el libro especial que se conserva en el archivo secreto de la Curia diocesana (c. 389), salvo que la Penitenciaría Apostólica disponga otra cosa. Y, si el impedimento oculto se hace público, no es necesaria otra dispensa: basta con hacer pública la ya otorgada (c. 130). Aunque el texto nada dice sobre la dispensa de un impedimento oculto concedida por el confesor en el fuero interno no sacramental, consideramos que se debe actuar de la misma forma.

Algunos autores
 han intentado sistematizar y clasificar los impedimentos matrimoniales utilizando diferentes criterios, si bien ello es indiferente canónicamente. En realidad, todas las posibles clasificaciones tienen un cierto aire de artificialidad: el único punto en común de todos los impedimentos es que impiden la válida celebración del matrimonio.

� Bernardus Papiensis, Summa, IV.I, §6.


� Glossa super C. 27 q. l; X 4.6.4; E. Olivares, “Catálogos de impedimentos matrimoniales. Su evolución histórica”, in: Archivo Teológico Granadino 61 (1998) 41-191.


� Cánones 1138, 1º*; 1971, 1º*


� L. Chiappetta, ll matrimonio, o. c., 91.


� F. M. Cappello, o. c., 222; X. Wernz - P. Vidal, o. c., 161-62.


� Comm. 9 (1977) 132-35. Se atiende, por tanto, al ruego formulado en el Concilio Vaticano II de que “cum legislatio de matrimonii impedimentis ad nova temporis adiuncta accommodetur oporteat, reformationis principium e simpliciore disciplina desumendum erit Itaque: a) Impedimenta gradus minoris abrogentur; b) Impedimenta consanguinitatis et affinitatis ne multiplicentur; c) Votum quodlibet privatum, impedimentum canonicus ne constituat; d) Omne votum publicum perpetuum castitatis perfectae, in professione religiosa, tum solemni tum simplici emissum, impedimentum dirimens matrimonii constituat”, in: Votum de matrimonii sacramento, 467-69.


� F. M. Cappello, o. c., 224-25; E. E Regatillo, Derecho matrimonial, o. c., 86-89; L. Miguélez, “Comentarios”, art. cit., 484-86. Distinta de la duda es el estado de ignorancia, que no excusa de los impedimentos dirimentes, ya que la validez del matrimonio en ningún caso depende del conocimiento de los mismos por los contrayentes tal como indica el canon 15, por lo que quien contrae matrimonio afectado de un impedimento dirimente, consciente o inconscientemente, inválidamente lo contrae.


� Cánones 1042*, 1054*.


� Comm. 3 (1971) 73.


� Cánones 1049, 1050, 1052,1053, 1054, 1056, 1057. Comm. 3 (1971) 72.


� Comm. 9 (1977) 80.


� Comm. 9 (1977) 79-80 y 211-12.


� Comm. 15 (1983) 226.


� Norma que se mantuvo a pesar de que hubo sugerencias para que esta materia sereservase únicamente a la Sede Apostólica “para no crear nuevas dificultades y diferencias crecientes sobre los impedimentos matrimoniales de los esposos de diferentes ritos”, in: Nuntia 28 (1989) 107.


� El canon 1075, §2 emplea el término de bautizados en lugar del de católicos, que sería lo más correcto al tratarse de impedimentos de derecho eclesiástico: cf. cánones 11 y 1059.


� Comm. 9 (1977) 137: “qui enim habet potestatem ferendi legem habet quoque potestatem abrogandi illam vel eidem derogandi”.


� Cf. S. Gherro, “Il divieto al matrimonio stabilito dall’Ordinario ex c. 1077”, in: Gli impedimenti al matrimonio canonico. Scritti in memoria di E. Graziani, Cittá del Vaticano 1989, 41-52; C. Gullo, “Il divieto di passare a nuove nozze”, in: EIC 47 (1991) 189-97; C. Gullo, “Il procedimento di rimozione del diritto di passare ad altre nozze”, in: I procedimenti speciali nel Diritto canonico, Cittá del Vaticano 1992, 225-32; J. Hopka, “The Vetitum and Monitum in Matrimonial Nullity Proceedings”, in: SCan 19 (1985) 357-400; J. Lucas, “The prohibition imposed by a Tribunal: Law, Practice, Future Development”, in: The Jurist 45 (1985) 588-617; A. McGrath, “The «Vetitum» in Marriage Nullity Cases: A Review of Practice in the Tribunals of Great Britain and Ireland”, in: Canon Law Society Newsletter 92 (1992), 28-34; S. Panizo Orallo, “Imposición y levantamiento del «vetitum» matrimonial”, in: Curso 12, 285-306.


� Cf. DE 102 (1991/II), 266


� L. Miguélez, “Comentarios”, art. cit., 492. En cuanto a la práctica, véase E. F. Regatillo, Derecho matrimonial, o. c., 95; E M. Cappello, o. c., 229-55.


� 29 Juan Pablo II, c. a. Pastor Bonus, 28 iunii 1988, arts. 63, 48, 108, 85, 56 y 118. 30 Comm. 9 (1977) 345-47.


� Petición que, nuevamente, fue formulada en la revisión de 1981: se pedía que se distinguiera “inter dispensationem ab impedimento ex ordine presbyteratus, quae uni Romano Pontifice reservatur et dispensatione ab impedimento ex ordine diaconatus, quae Sedi Apostolicae reservetur”, a lo que se respondió que “distinctio proposita non videtur admittenda, quia artificiosa. Est enim semper Romanus Pontifex qui dispensat, qui potest suo lubitu hoc facere sive per se sive per Curiam Romanam”, in: Comm. 15 (1983) 226-27.


� CD, 8b; Pablo VI, “M. pr. De Episcoporum muneribus, 15 iunü 1966”, in: AAS 58 (1966) 467-72. Para las Iglesias Orientales: “M. pr. Episcopalis Potestatis, 2 maii 1867”, in: AAS 59 (1967) 385-90. Cf. R. A. Kenyon, “A Compendium of Episcopal and Presbyteral Powers of Dispensation”, in: The Jurist 38 (1978) 190-202; J. F. Castaño, “Episcoporum potestas in matrimonium (impedimenta et forma)”, in: Quaestiones de matrimonio hisce diebus controversae, Roma 1975, 149-69; W. Kostrzewa, De episcoporum potestatis dispensandi in legibus matrimonialibus evolutione a Concilio Tridentino ad Paulum VI, Roma 1975.


� Así se recordó expresamente durante el proceso de codificación: frente a la petición de que “valde desideratur ut haec facultas sit delegabilis”, se dijo que “potestas est delegabilis, utpote ordinaria”, in: Comm. 15 (1983) 227.


� Cf. SCS Officii, “Decretum circa interpretationem litterae Encycl., 20 februarii 1888, quoad concubinarios in articulum mortis”, 3 maii 1899; SCS Officii, “Decretum circa interpretationem Encycl., 20 februarii 1888, de dispensatione matrimonii in mortis articulo”, 1 iulii 1891; cáns. 1043-1044 CIC 1917; etc.


� E. F. Regatillo, Derecho matrimonial, o. c., 96-98; A. Bernárdez Cantón, Curso de Derecho, o. c., 74; F. M. Cappello, o. c., 256-65.


� Comm. 15 (1983) 227.


� Comm. 9 (1977) 351, y 15 (1983) 227.


� Pontificium Consilium de Legum Textibus Interpretandis, Congregatio Plenaria diebus 20-29 octobris 1981 habita, Typis Polyglottis Vaticanis 1991, 559-62. Para la actual regulación de la dispensa de las obligaciones unidas a la ordenación sacerdotal o diaconal, cf. Congregación para el Culto Divino y la Disciplina de los Sacramentos, “Lettre circulaire aux Ordinaires diocésains et aux Supérieurs Généraux des Instituts de Vie Consacrée et des Sociétés de Vie Apostolique, 6 juin 1997”, in: La Documentation Catholique 2167 (1997) 824-25.


� CIP, 21 decembris 1979, in: AAS 72 (1980) 105-06.


� SC Sacramentorum, Instructio Sacramentalem indolem, 15 maii 1974, b): «Electus tamen catholicus fidelis, quamvis officio fungatur testis qualificati Ecclesiae, non gaudet facultate de qua in c. 1044 CIC, dispensandi scilicet ab impedimentis matrimonialibus», in: X. Ochoa, Leges Ecclesiae 5.6799-800.


� Secretarie Status, Litterae, 10 decembris 1891; SCS Officium, 14 augusti 1892. 42 


� AAS 14 (1922) 662-63.


� Comm. 9 (1977) 350.


� El canon 796, §3 del CCEO, equivalente al canon 1079. §4 del CIC, está mejor redactado, ya que se considera que no se puede acudir al Jerarca del lugar, a estos efectos, si esto sólo puede hacerse por otro modo que no sea la carta o el acceso personal: cf Nuntia 15 (1982) 66-67, y 28 (1989) 108.


� Comm. 9 (1977) 349. Cf. P N. Sotelo Peig, The Dispensation of Matrimonial Impediments by a Confessor in the Code of 1983, Roma 1993.


� AAS 13 (1921) 178.


� F. M. Cappello, o. c., 219-220, n. 234: “verba cum iam omnia sunt parata ad nuptias non significant conditionem sine qua non, sed exprimunt peculiarem facti circunstantiam; idcirco non habent sensum exclusivum sed indicativum, quatenus indicant peculiaria adiuncta, in quibus verificari solet casus gravis et urgentis necessitatis”.


� En el primer esquema del matrimonio no se exceptuaba la dispensa de ningún impedimento de Derecho eclesiástico. Posteriormente se decidió el texto del actual canon 1080. A la vista del resultado final, puesto que este instituto jurídico sólo añadía específicamente la facultad de dispensar del impedimento del conyungicidio, algún consultor pidió la supresión del canon proyectado a lo que no se accedió: Comm. 9 (1977) 351.


� L. Chiappetta, Il matrimonio, o. c., 109-10. Se basa, para ello, en una respuesta de la Comisión de Intérpretes, de 28 de diciembre de 1927, que declaró que los casos ocultos del canon 1045, §3 (= c. 1080, §1) eran no sólo los impedimentos matrimoniales ocultos por su propia naturaleza y de hecho, sino también los impedimentos públicos por su naturaleza pero ocultos de hecho, in: X. Ochoa, Leges Ecclesiae 1.920.


� L. Chiappetta, Il matrimonio, o. c., 110, opina que esta convalidación es la denominada convalidación simple (cáns. 1161-1165), porque la “sanatio in radice” está reservada a la Sede Apostólica y al obispo diocesano (c. 1165), y porque ésta ya implica la dispensa de los eventuales impedimentos (c. 1161, § 1).


� Se han suprimido, por consiguiente, los cánones 1048-1057 del CIC de 1917 con muy buen criterio “quia in libro I Codicis habentur generales normae de exsecutione rescriptorum”: Comm. 9 (1977) 353. Una relación de los motivos tradicionales para solicitar la dispensa de impedimentos, así como explicación del modo o forma para su tramitación, en: F. M. Cappello, o. c., 284-311; E. F. Regatillo, Derecho matrimonial, o. c., 109-23.


� J. Hervada - E Lombardía, Derecho matrimonial, o. c., 332-36; M. López Alarcón - R. Navarro Valls, Curso, o. c., 91; L. Chiappetta, Il matrimonio, o. c., 96.






